FRAUDE PROCESAL Y OTRO
RADICACIÓN: 660016000036201004783-02
PROCESADO: CAEG
CONFIRMA NEGACIÓN LIBERTAD CONDICIONAL
A N°071

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
LIBERTAD CONDICIONAL / ARTÍCULO 64 DEL CÓDIGO PENAL / REQUISITOS / PAGO DE LOS PERJUICIOS CAUSADOS A LAS VÍCTIMAS / O GARANTÍA DE HACERLO / NO EXIME DE SU CUMPLIMIENTO QUE EL FALLO DE SEGUNDA INSTANCIA ESTÉ PENDIENTE DEL RECURSO DE CASACIÓN INTERPUESTO / FRAUDE PROCESAL Y USO DE DOCUMENTO PÚBLICO FALSO.
El procesado solicita la concesión de la libertad condicional con fundamento en lo establecido en el artículo 64 del C.P. modificado por el 30 de la Ley 1709/14, y al efecto argumentó que cumple los requisitos tanto de orden objetivo como subjetivo establecidos.

La norma en mención señala que previa valoración de la conducta punible, el juez concederá tal beneficio cuando se agoten las siguientes exigencias: (i) que se hayan cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena; (ii) que haya tenido un adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario; (iii) que demuestre arraigo familiar y social; y (iv) debe repararse a la víctima o asegurar el pago de la indemnización, salvo que se acredite la insolvencia del condenado. (…)
En relación con la… exigencia relativa al pago de los perjuicios ocasionados con la ilicitud…, si bien el a quo no realizó mayor disertación sobre el particular, estima la Colegiatura que en este caso tal requisito no se acreditó, pese a ser una obligación que no puede desconocerse, ya que ello le genera el deber de reparar los daños cometidos con el injusto. 

Desde luego es un hecho cierto que la sentencia de segunda instancia no ha cobrado firmeza, por cuanto se acudió al recurso extraordinario de casación, a consecuencia de lo cual todavía lo cobija la presunción de inocencia, situación que lleva a la defensa a pregonar que no podría hacérsele exigible el pago de perjuicios. Empero, a juicio de la Sala una posición jurídica en tal sentido carece de sustento, toda vez que para efectos de la concesión de la libertad condicional se requiere que el procesado repare a la víctima, o al menos que ASEGURE EL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, o demuestre su insolvencia, pero ello, se repite, no ha tenido ocurrencia en el presente asunto.

Y es que si el argumento de la defensa va enmarcado a que a su representado no se le puede hacer exigible tal obligación al no haber sido vencido en juicio mediante sentencia ejecutoriada, lo cierto del caso es que sobre él pesan sendos fallos adversos y por ende si su pretensión es que le sea otorgada la libertad condicional debe cumplir el requerimiento normativo…
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, treinta y uno (31) de octubre de dos mil diecinueve (2019)

Acta de Aprobación N° 991
Hora: 2:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del señor CAEG contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), por medio del cual le negó la libertad condicional.

2.- ANTECEDENTES

El señor CAEG fue condenado por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) por los punibles de fraude procesal y uso de documento público falso, a una sanción privativa de la libertad de 8 años, pena que fuera confirmada por esta Sala en decisión de mayo 10 de 2018, frente a la cual se interpuso recurso extraordinario de casación, que a la fecha no ha sido desatado.
En agosto 12 de 2019 por parte de la Dirección del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira (Rda.), y a petición del señor CAEG, se remitió solicitud al Juzgado de conocimiento para que se estudiara la viabilidad de otorgar la libertad condicional.
3.- PROVIDENCIA 

El Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) mediante auto de agosto 26 de 2019 negó el beneficio pedido al considerar que si bien cumple con el requisito objetivo, esto es, superar las 3/5 partes de la pena impuesta, no observaba las demás exigencias.

Indicó que el comportamiento del señor CAEG no ha sido el más adecuado, pues sin autorización alguna abandonó su lugar de reclusión domiciliaria sin contar con mecanismo de vigilancia electrónica, y ello lo tuvo ad portas de que tal beneficio le fuera revocado, como se consignó en auto de mayo 13 de 2016. Así mismo no se acreditó el resarcimiento de los perjuicios ocasionados con la ilicitud, ni tampoco superó la valoración de la conducta punible, pues como así lo indicó el juez que emitió el fallo, no era elegible para disfrutar de la ejecución condicional de la pena, dada su capacidad dañina y proclividad al delito, lo cual comparte, en tanto las ilícitos por los que fue condenado, indican un ánimo criminal, con afectación de todos los trabajadores afiliados al sindicato.

Su actuar desconoció las obligaciones no solo de la sociedad, sino de la agrupación sindical de la que hacía parte y representaba, y se le imponía una recta administración de los bienes comunitarios, así que tal situación no permite que se libere inopinadamente a quien delinquió, ya que existe una expectativa válida en el sentido que debe cumplir la pena impuesta como requisito para que pueda retornar a la sociedad a la que defraudó.

4.- RECURSO

Pide se revoque lo decidido y se otorgue la libertad condicional, y para ello concreta su disenso en cuatro temas a saber: (i) el sesgado análisis del elemento objetivo; (ii) la acreditación del resarcimiento de perjuicios; (iii) indebida valoración de condiciones objetivas para la libertad condicional; y (iv) el desconocimiento del precedente constitucional sobre la materia, y de contera la violación del principio de legalidad, los cuales desarrolló así:
(i)-  La interpretación del a quo sobre el comportamiento de su cliente en reclusión fue errado, al reprocharle que sin autorización abandonara su domicilio sin mecanismo de vigilancia -hace alusión a las circunstancias que rodearon tal acontecimiento-, y destaca que su prohijado jamás tuvo la intención de evadir su responsabilidad, en tanto el director de la Cárcel lo autorizó para que se desplazara a trabajar, y por ende estuvo amparado en el principio de confianza legítima, sin que fuera sancionado por esos hechos disciplinariamente, por lo cual no podía el a quo volver a traer hechos que no ameritaron decisión sancionatoria.
(ii)-  el análisis sobre la no acreditación del pago de perjuicios fue errado, por cuanto en este asunto se acudió a casación, la garantía de presunción de inocencia está vigente y no está compelido forzosamente a pago alguno, aunado a que la reparación de daños no obliga a lo imposible a su cliente, pues debe tenerse en cuenta su situación económica para determinar si está en posibilidad de hacerlo, y otras causas que justifique en hecho de no pagar indemnización para gozar de la libertad condicional, como lo ha indicado la Sala de Casación Penal, una de las cuales sería la existencia del recurso de casación que no ha sido decidido.
(iii)- El a quo omitió tener en cuenta lo reglado en el canon 64 C.P., en lo atiente al previo análisis de la conducta punible, bajo el entendido, que ya no le corresponde solo valorar la gravedad del ilícito, sino todos los demás elementos, aspectos y dimensiones de la misma y las circunstancias que le sean favorables para el otorgamiento de la libertad condicional, lo que en este caso no sucedió.
(iv)- A los jueces les es obligatorio dar aplicación al precedente judicial, lo que acá se omitió, más concretamente en el proceso de interpretación y aplicación del canon 64 C.P., modificado por el 30 art. 1709/14 y condicionado en sentencia C-757/14, en tanto este asunto solo se tuvieron en cuenta elementos desfavorables, mas no los favorables, con lo cual se vulneró el principio de legalidad, máxime que en la sentencia condenatoria no se tuvo en cuenta la gravedad de la conducta, pues le fue concedida prisión domiciliaria con permiso para trabajar, y ello permite pregonar que es posible la concesión de la libertad reclamada.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El procesado solicita la concesión de la libertad condicional con fundamento en lo establecido en el artículo 64 del C.P. modificado por el 30 de la Ley 1709/14, y al efecto argumentó que cumple los requisitos tanto de orden objetivo como subjetivo establecidos.

La norma en mención señala que previa valoración de la conducta punible, el juez concederá tal beneficio cuando se agoten las siguientes exigencias: (i) que se hayan cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena; (ii) que haya tenido un adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario; (iii) que demuestre arraigo familiar y social; y (iv) debe repararse a la víctima o asegurar el pago de la indemnización, salvo que se acredite la insolvencia del condenado.

No se encuentra en discusión que el penado reúne los presupuestos de orden objetivo consagrados en la norma, y así lo reconoció el juez de primer nivel, toda vez que ha descontado las 3/5 partes de la pena.  Tampoco lo relativo a su arraigo familiar, al ser evidente que el mismo se halla en prisión domiciliaria y se le otorgó permiso para laborar como odontólogo en la Clínica Oral Center, donde ha realizado tal actividad.

En relación con los demás aspectos, los mismos fueron puestos en entredicho por el funcionario de primer nivel, en especial lo atinente al estudio sobre la conducta punible, tal como lo dispone el inciso 1º del artículo 64 del C.P. modificado por el 30 de la Ley 1709/14, quien luego del análisis pertinente acerca de ese aspecto concluyó que no era favorable a los intereses del sentenciado, y optó por no conceder el beneficio. 

Véase que las razones que tuvo el a quo para negar al señor CAEG la concesión de la libertad condicional consistieron en lo siguiente: (i) el abandonar su residencia sin el mecanismo de vigilancia electrónica, en actitud desafiante; (ii) el no pago de los perjuicios ocasionados a FRANCISCO HORACIO GIRALDO CASTAÑO y al Sindicato SINTRAISS; y (iii) la previa valoración del punible, conforme lo señalado en la sentencia C-757/14 citada por el recurrente.

Frente al primer aspecto debe indicarse, en consonancia con lo plasmado por el abogado recurrente, que el hecho que el funcionario judicial de la época hubiera dado trámite a lo reglado en el canon 477 C.P.P., obedeció a la información obtenida según la cual el sentenciado al parecer se ausentó de su residencia para laborar en la clínica odontológica sin contar con el equipo de vigilancia electrónica que fue ordenado; pero no obstante, en el curso de dicho procedimiento, el a quo resaltó que pese a que el comprometido tenía pleno conocimiento que no podía abandonar su vivienda sin el artefacto electrónico, así obró amén de la complacencia que para tal efecto se presentó por parte del Director del establecimiento carcelario, y por ello se abstuvo de revocar la prisión domiciliaria, aunque si dispuso tener como inexistente el tiempo que laboró de manera irregular para fines de redención de pena, teniéndose ello como la sanción que le fuera aplicada al no haber acatado la orden judicial.
Si bien el a quo reprochó tal actitud, se puede evidenciar que salvo tal situación, la cual se generó con el beneplácito del director del Establecimiento Penitenciario, luego de haberle sido asignado el sistema de vigilancia ha cumplido con sus obligaciones, sin que por parte de las autoridades carcelarias se hayan presentado informes que den cuenta de trasgresiones al respecto -como así se observa en los diversas solicitudes enviadas al INPEC al juzgado que vigila la pena-, y, por el contrario, lo que se aprecia es que el mismo sí le ha dado el uso adecuado al permiso que le fuera otorgado, lo que no fue para fines distintos a ejercer su actividad como odontólogo, a consecuencia de lo cual tal requisito en criterio de la Corporación se encuentra superado.
En relación con la segunda exigencia relativa al pago de los perjuicios ocasionados con la ilicitud al sindicato SINTRAISS o al señor FRANCISCO HORACIO GIRALDO CASTAÑO, si bien el a quo no realizó mayor disertación sobre el particular, estima la Colegiatura que en este caso tal requisito no se acreditó, pese a ser una obligación que no puede desconocerse, ya que ello le genera el deber de reparar los daños cometidos con el injusto. 

Desde luego es un hecho cierto que la sentencia de segunda instancia no ha cobrado firmeza, por cuanto se acudió al recurso extraordinario de casación, a consecuencia de lo cual todavía lo cobija la presunción de inocencia, situación que lleva a la defensa a pregonar que no podría hacérsele exigible el pago de perjuicios. Empero, a juicio de la Sala una posición jurídica en tal sentido carece de sustento, toda vez que para efectos de la concesión de la libertad condicional se requiere que el procesado repare a la víctima, o al menos que ASEGURE EL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, o demuestre su insolvencia, pero ello, se repite, no ha tenido ocurrencia en el presente asunto.

Y es que si el argumento de la defensa va enmarcado a que a su representado no se le puede hacer exigible tal obligación al no haber sido vencido en juicio mediante sentencia ejecutoriada, lo cierto del caso es que sobre él pesan sendos fallos adversos y por ende si su pretensión es que le sea otorgada la libertad condicional debe cumplir el requerimiento normativo. Lo dicho, previo trámite incidental donde se determine, al menos en forma provisional, cuál es el monto que debe GARANTIZAR, para que en el evento en que no sea casado el fallo se proceda al reconocimiento a favor de los afectados, o, en su defecto, se disponga la devolución al procesado. 
Ahora bien, en punto de la valoración del ilícito y no obstante que el distinguido defensor con fundamento en la sentencia C-757-14 señala que el a quo estaba en la obligación de analizar no solo las circunstancias desfavorables sino aquellas que favorecieran a su cliente, más concretamente lo relativo a la conducta que ha tenido su prohijado durante el lapso en que ha estado privado de su libertad en domicilio, lastimosamente tal argumento no puede ser tenido en consideración para contrarrestar la conclusión desfavorable que arroja el estudio de las ilicitudes en las que se asegura incurrió.

Debe decir la Corporación que comparte plenamente el análisis que al respecto se hizo en primera instancia, y en consecuencia se considera que la decisión por medio de la cual se negó el aludido beneficio se encuentra acorde con los lineamientos legales que regulan la materia. Lo cual se asegura porque por más que se tenga claro que el sentenciado descontó el porcentaje de sanción requerido, además del buen comportamiento en reclusión y las actividades que como odontólogo desarrolla para obtener redención de pena, ello no tiene ninguna incidencia en el análisis que realizó el juzgador de primer nivel, al punto de determinar que la misma es altamente reprochable.
Lo anterior es así, porque en efecto con los delitos enrostrados se puso en riesgo el patrimonio económico de una gran cantidad de afiliados al sindicato del ISS, quienes entregaban sus aportes para el acrecimiento del capital social, lo que finalmente vieron menguado amén de las diversas maniobras al margen de la ley, entre ellas la venta de un predio por un valor irrisorio de cuyos recursos solo hizo entrega a 19 personas amigas de la subdirectiva, y dejó en el limbo la suma de $915’000.000,00, de la cual nada se supo.
Téngase presente además, que si bien es cierto en su momento se le concedió la prisión domiciliaria, ello lo fue por aplicación favorable de la ley 1709/14 que comporta exigencias más benéficas para el sentenciado. 
Por lo discurrido, el Tribunal considera que se hace necesario que se materialicen los fines de pena en cuanto a la prevención general y especial, y retribución justa que reclama la sociedad, y ello amerita concluir que la providencia adoptada por el juez de primer nivel se encuentra ajustada a derecho y por lo mismo hay lugar a su convalidación.

6.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) objeto de alzada. 

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
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